Columna de la discapacidad
¿QUÉ CAZZO ES EL CATPROS?
Pedro Avalos

¿Sabías que acaba de crearse un nuevo organismo para intervenir en los amparos que se presenten para la defensa de nuestros derechos?
En la Columna de la Discapacidad de esta semana, nos vamos a referir a la creación del Consejo de Asistencia Técnica para Procesos Judiciales de Salud, que fue creado por decreto 468 de este año, fue publicado en el boletín oficial el 11 de septiembre y entró en vigencia 30 días después de su publicación.

I.-

¿De qué organismo estamos hablando?
Como yo dijimos se llama Consejo de Asistencia Técnica para Procesos Judiciales de Salud. 
La sigla es CATPROS.
Está integrado por cinco miembros: tres en representación del Ministerio de Salud, uno o una en representación de la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica, ANMAT y uno o una en representación de la Superintendencia de Servicios de Salud.
II.- 

¿Cuáles son los requisitos para integrar este organismo? 

Deben ser profesionales de la salud, expertos y sin responsabilidad directa en el cumplimiento de la resolución judicial de que se trate.
En caso de verlo deben manifestar la existencia de conflictos de intereses.
La representación será permanente y ad honorem.
III.-
Veamos, primero, cuál es el procedimiento para que intervenga el CATPROS.
El juez competente tiene la facultad de solicitar a ese organismo un informe sobre el medicamento, el tratamiento, algún procedimiento innovador o alguna tecnología sanitaria cuya cobertura se reclame a los organismos obligados a brindarnos prestaciones.
El pedido puede ser originado por cualquiera de las partes o decidido directamente por el Tribunal.
De acuerdo a la complejidad del caso, se pueden establecer plazos de mayor o de menor amplitud.
Y si no se establece plazo alguno, resulta de aplicación el código procesal respectivo.
El organismo deberá tomar en consideración:

· En primer lugar, los criterios que hacen aconsejable administrar, por ejemplo, un medicamento en particular. 

· En segundo lugar las condiciones de aprobación de ese medicamento por el organismo técnico específico, es decir, la ANMAT.
· Y en tercer lugar, las condiciones particulares del paciente.
Finalmente subrayamos que el informe no es vinculante para el juez.
IV.- 
En segundo lugar veremos cuáles son los casos en los que está previsto su intervención.
Se trata de las llamadas enfermedades poco frecuentes, alcanzadas por la ley 26.689.
La frecuencia con que una dolencia aparece en una comunidad, se conoce como prevalencia.
Estas enfermedades se dan en menos de una persona cada dos mil.
El 80 % son de carácter genético.
Y en la República Argentina, por resolución del Ministerio de Salud, se reconocen alrededor de diez mil enfermedades diferentes.
No siempre las estadísticas coinciden con la realidad, pero podemos pensar que es estadísticamente posible, que en nuestro país, haya alrededor de dos casos por cada una de estas enfermedades.
Además las secuelas visibles son dispares y no siempre tienen efectos discapacitantes desde una perspectiva funcional o social.

Finalmente, resulta muy complejo encontrar especialistas en tan variada diversidad.
Para colmo, la extensión de nuestro país conspira con la posibilidad de un diagnóstico en tiempo oportuno y un tratamiento que pueda hacer controlado en su evolución.
Esta realidad tan compleja que hemos tratado de sintetizar, afecta en nuestro país a alrededor de tres millones seiscientas mil personas aproximadamente.
V.-

Veamos, ahora, cuáles son sus funciones.

El núcleo, por supuesto, es producir el informe para un juzgado frente a un requerimiento expreso, para un caso en particular.

Consecuentemente, puede realizar asesoramiento en general, tanto al Poder Judicial de la Nación como para el de cada una de las jurisdicciones.

Para tal cometido, debe verificar que la prestación solicitada se encuentre registrada en la ATMAT.

Y puede consultar al CONICET, a diferentes universidades o sociedades científicas, etcétera.
Para la producción del informe, el organismo puede requerir la producción de información clínica panel caso en particular, puede informar los riesgos y los efectos adversos de la prestación, así como recabar que se le envíen informe periódicos sobre la evolución del tratamiento.
VI.-
El Consejo de Asistencia Técnica para Procesos Judiciales de Salud entró en vigencia a caballo del cambio de gobierno.

Si nos atenemos a las declaraciones del inicio de campaña del presidente electo, nuestro futuro parece muy comprometido.

En los últimos días, algunas señales, en el sentido de privilegiar los sectores más postergados, parecerían abrir alguna esperanza.

Sin embargo, lo prudente es prepararse para las consecuencias que pueden tener los informes de este organismo, en materia de recortar gastos.

Seguramente serán descartados aquellos medicamentos que, todavía, no obtuvieron el visto bueno de la ANMAT, aún en el caso de contar con evidencia científica de efectividad en otras latitudes.

Si vemos el vaso medio lleno, podemos esperar que se sigan autorizando medicamentos y prácticas de las denominadas de alto costo y baja incidencia.

Y si vemos el vaso medio vacío, seguramente este tipo de gastos morirán bajo los efectos de la motosierra.
Transcripción de la columna de la discapacidad del programa “Por Mayores” que se emitió el 3 de diciembre de 2023 por AM 1010, Radio Onda Latina a las 10:00 am.
DOCUMENTACIÓN COMPLEMENTARIA:
DECRETO 468/2023 CREASE EL CONSEJO DE ASISTENCIA TECNICA PARA PROCESOS JUDICIALES DE SALUD (CATPROS):

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/385000-389999/389590/norma.htm
POSICIÓN DE LA FEDERACIÓN ARGENTINA DE ENFERMEDADES POCO FRECUENTES (FADEPOF):
https://fadepof.org.ar/noticias_detalle.php?IdNoticia=1632
POSICIÓN DE LA ALIANZA ARGENTINA DE PACIENTES (ALAPA):

Pronunciamiento público de la Alianza Argentina de Pacientes ALAPA 
sobre sobre el Decreto 468/2023 que crea el 
CONSEJO DE ASISTENCIA TÉCNICA PARA PROCESOS JUDICIALES DE SALUD.

Empecemos por recordar que el derecho a la salud de los argentinos incluye el  derecho universal a beneficiarse de los avances de la ciencia, garantizado en todas las cartas y convenciones a las que nuestra nación históricamente ha adherido.

Las Enfermedades Poco Frecuentes (EPOF) en su enorme mayoría no tienen tratamiento y menos cura. 

El 10 % de la población mundial tiene una de estas alrededor de 8000 EPOF. 

Alrededor de 4 millones de personas en nuestro país.

Esa enorme cantidad de personas en todo el mundo espera, con el alma puesta en ello, la aparición de un nuevo tratamiento, y para ello las familias militan su salud discutiendo con investigadores, universidades, industria farmacéutica y estados para que todos cooperen en la producción de ensayos clínicos que puedan producir esa innovación tecnológica que están necesitando.

Cuando la industria farmacéutica logra la aprobación de la agencia regulatoria de un producto y lo saca al mercado, abusa de esta expectativa social poniendo precios demenciales a estos medicamentos y por eso se les llama a esta enfermedades “enfermedades catastróficas para el sistema de salud”.

Cuando estos medicamentos salen a la venta no se trata de genéricos que ya tienen una versión más barata, no es que se puede elegir por precio entre varios de ellos, se trata de medicamentos ultra específicos, medicina de precisión imposible de reemplazar.

Muchos de estos medicamentos representan cambios significativos en sobrevida y en calidad de vida vinculada a la ausencia de secuelas discapacitantes y/o letales en el futuro de los pacientes.

Esas drogas, en países como el nuestro con Ministerios de Salud que determinan fuertes políticas de derechos humanos (hasta el próximo 10 de diciembre) termina pagándolas el Estado. 

Las drogas son carísimas y los pacientes no queremos que sean carísimas. Pero si esas drogas han sido aprobadas y se ha determinado que funcionan, los pacientes las queremos.

Hay múltiples formas de bajar los precios: los estados pueden discutir la compra consolidada de medicamentos con la industria farmacéutica, también pueden hacer compras de “Riesgo Compartido”, que implican que si la droga no termina teniendo efecto en un paciente concreto, el laboratorio deberá devolver el dinero que cobró por ese medicamento. 

Hay formas válidas de dar pelea en esta tensión por el precio de los medicamentos: la producción pública de investigación aplicada y la producción pública de medicamentos son definitivamente a nuestros ojos una estrategia imprescindible que puede capitalizar a favor de todos la transferencia de I+D de nuestras universidades y nuestros grupos independientes de investigadores.

Nada de esto al día de hoy se alienta lo suficiente. 

Los investigadores están siempre bastante solos de apoyo oficial. 

El Ministerio de Ciencia ha sido siempre más receptivo a estos proyectos que el Ministerio de Salud, cuya fórmula ha sido patear los problemas para adelante y no vincularse con las carteras ministeriales responsables de la investigación (Ministerio de Ciencia y Técnica y Ministerio de Educación).

El Ministerio de Salud juega a que se interesa en este tema, pero termina inevitablemente haciendo oídos sordos al problema de la Presión Coercitiva de los Pagadores sobre los Médicos Prescriptores PRECOMES. El MinSal usa las evaluaciones de tecnologías sanitarias ETS (el CONETEC o la futura AGNETS agencia de evaluación de tecnologías sanitarias) para alentar el espíritu restrictivo del sistema “mejor no dar estos medicamentos a quiénes dicen que los necesitan”.

Si bien el CATPROS entró en vigencia en octubre de este año, el espíritu de la ley que lo habita existe desde hace rato.

Las PRECOMES han costado despidos de médicos, que, por hacer lo correcto, recetaron a sus pacientes medicamentos tocando los intereses de pagadores que han ido contra las clínicas u hospitales donde estos médicos ejercían su profesión. 

Las PRECOMES van en contra de la relación esencial de confianza médico paciente, las PRECOMES atacan el juramento hipocrático, las PRECOMES nada tienen que ver con la calidad de esos medicamentos sino exclusivamente con su PRECIO.

Hay toda una argumentación ideológica pretendidamente progresista contra los que peleamos por el derecho a recibir estos medicamentos de avanzada, se nos trata como a cómplices de una suerte de mafia que implicaría a la industria farmacéutica, a los médicos prescriptores, a las organizaciones de pacientes que recibimos dinero de las farmas y a los jueces que acceden a nuestras demandas en amparos judiciales.

El CATPROS no puede resolver esta cuestión, el CATPROS es un nuevo obstáculo al acceso a la salud de los pacientes que cuando judicializamos es porque estamos desesperados y no damos más. Toda la escena de la judicialización de la salud conspira contra la tranquilidad que una familia necesita para abordar una enfermedad grave. 

El CATPROS no es SALUD.

El CATPROS pretende poder conseguir especialistas para cada caso cuando a veces los pacientes referentes con años de experiencia en nuestras patologías conseguimos (¡con suerte!) una sola persona que conozca verdaderamente sobre nuestra enfermedades poco conocidas, poco estudiadas, en nuestros países y a veces en el mundo entero.

Hemos escuchado en foros sobre este tema argumentos paranoicos tales como “¿cómo es posible que haya tantos pacientes con amiloidosis que es una enfermedad que no tiene casi nadie en un solo pueblo de la provincia de Buenos Aires y que todos tengan el mismo médico y el mismo abogado?”, intentando generar sospecha sobre un presunto acuerdo comercial ilegítimo entre todos los actores y la industria farmacéutica, sin notar que estas intervenciones solo ponen de manifiesto la profunda ignorancia de estos escépticos en materia de epidemiología de enfermedades genéticas. 

ALAPA denuncia esta situación que solo vulnera derechos.

ALAPA reclama al Ministerio de Salud que proteja a los profesionales de la Salud de las PRECOMES.

ALAPA reclama al Ministerio de Salud que proteja la seguridad de los pacientes que también se ve afectada por los PRECOMES en tanto los médicos empiezan a tener miedo de prescribir drogas caras.

El CATPROS es la avanzada inescrupulosa de las estrategias PRECOMES.

ALAPA DENUNCIA AL CATPROS COMO UN NUEVO ATAQUE AL DERECHO A LA SALUD DE LOS ARGENTINOS.

